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Recurso núrmero : 825 / 89

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don Ricardo

Escobar  Alonso.

CONTRA: Sentencia del Juz-

gado de Instrucción número

31 de los de Madrid, €rI

apelac ión de ju ic io  de fa l -

t as .

La Sección ha examinado eI

por don Ricardo Escobar Alonso.

recurso de amparo interpuesto

I. - A}JTECEDENTES

Primero.-  El  dfa 5 de mayo de 1989, tuvo entrada en el  Re-

gist,ro General de este Tribunal un escrito por virtud del cual

eI Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile Sánchez,

actuando en nombre y representación de don Ricardo Escobar

Alonso, interpone recurso de amparo contra la Sentencia del
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Juzgado de Instrucción núrmero 31 de los de Madrid, de 3 de mar-

zo de 1989,  eu€,  revocando en apelac ión La d ic t ,ada en ju ic io  de

faltas por el , . Iuzgado de Distr i to número 23 de los de dicha Ca-

pit.al-, condenó al demandante de amparo como autor de una f alta

de imprudencla s imple t ip i f icada en e l  ar t fcu lo 586.3e del  Có-

d igo Penal .

Sequndo.- La demanda de amparo se funda en los siguient,es

antecedentes fácti-cos :

a) En 18 de abril- de 1984 el demandante de amparo, erl su

condición de cirujano, sometió a doña Carmen Ramas Herrero a

una operación de desartrodesis de la cadera izquierda, sin que

durante su desarrol-l-o se produjera incidente alguno. No obstan-

t€, en el postoperatorio inmediato apareció una parálisis del

nervlo c iát ico.

b) Como consecuencia de efIo, Id paciente formuló querella

por delito de imprudencia contra eI hoy actor. Trarnitada 1a

querella, @1 Juzgado de Inst,rucción número 30 de los de Madrid,

aI que correspondió por reparto eI conocimiento del asunto, por

Auto de 3 de junio de 1988 declaró que l-os hechos no eran cons-

titut.ivos de delito, remit,iendo las actuaciones aI Decanato de

los Juzgados de Dlstr i to,  por s i  aquél los 1o fueran de fa1t,a.

c) Celebrado eI juicio de faltas ant,e eI Juzgado de Dlst,r i-

to nútmero 23 de los de Madrid, éste, en 12 de diciembre de

1988,  d ic tó sent ,enc ia absolutor ia .
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d)  Contra Ia  refer ida sentencia la  quere l lante dedujo re-

curso de apelación, que fue est, imado en Ia sentencia objeto de

est ,e  recurso,  For  ta  que se condenó a l  Sr .  Escobar  Alonso,  como

autor de una falta de simple imprudencia previst,a y penada en

el  ar t lcu lo 586.3e del  Código Penal ,  a  la  pena de se is  mi l  F€=

setas de mult,a, pdgo de costas de la primera instancia, debien-

do lndemnÍzar

t res mi l lones

En efecto,  e l  Juzgado

la operación, debido a una

tó afectado el nervio

doña Carmen Ramas Herrero en Ia cantidad de

pese tas .

a

de

Tercero.- Según el demandante de anparo, fa resolución ju-

dicial que combate ha vulnerado su derecho a Ia presunción de

lnocencia,  in f r ing iendo por  e l lo  eI  ar t lcu lo 24.2 de Ia  Const , i -

tuc ión.

Reconociendo que no puede entrar en Ia valoración de la

prueba y que ha habido en el proceso una actividad probatoria

practicada con todas las garantfas, af irma que de las pruebas

practicadas no puede razonablemente deducirse su culpabil idad y

las lnferencias de l-a actividad probatoria realizadas por el

,Juez de Instrucción no han sido Iógicas, sino arbitrarias.

de Instrucción declara probado que en

leve negligencia del acusado, resul-

ciático, apareciendo durante

postoperatorio inmediato una paráIisis de dicho nervio. En

f in i t iva,  hubo una "mala práct ica",  "pues seg(tn se destaca

informe médico forense, una operación quirúrgica como

e I

de-

de1

Ia
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realizada no tiene unas consecuencias como las descritas" saLvo

que medie dj-cha mala práctica, Esta conclusión del juzgador,

dice el recurrente, no se deduce del informe médico-forense ya

que en el mismo no se afirma nada parecido.

ElLo, sigue argumentando, quiere decir que el ,Juez de Ins-

trucción ha l legado a la conclusión condenatoria por convic-

ción, convicción que proviene, como cabe deducir del fundamento

jur fd ico tercero de ]a  sentencia,  de1 in forme médico- forense.

Pues bien, parece claro que los datos de que se ha part ido para

formar Ia conciencia son, como mfnimo, erróneos, pues, como se

ha dicho, €f informe nédico-forense no destaca 1o que el

juzgador  recoge,  s ino a lgo bastante d i ferente.

Cabrfa pensar que eI juzgador ha formado su convicción so-

bre la base de una prueba indiciaria. Mas para que por esta vfa

se pueda llegar a una conclusión de condena que desvirtúte la

presunción de inocencia, es preclso que tales indicios estén

probados -no puede tratarse de meras sospechas- y que el- órgano

judicial explicite el razonamient,o en virtud del cual, partien-

do de los indicios probados, hd l legado a la concl-usión de que

el  acusado real izó Ia conduct,a t ip i f icada como fal ta.

En conclusión, Ia inferencj-a l levada a cabo por eI órgano

judic ia t  de la  act iv idad probator ia ,  es arb i t rar ia ,  Y,  en def i -

nit iva, f io puede con el la desvj-rtuarse el derecho fundamental a

la  presunción de inocencia que proc lama eI  ar t fcu lo 24.2 de Ia

Constitución, porgue el resuftado de l-a prueba no puede
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considerarse racionalmente de cargo, pues si bien la parálisis

del nervio ciático de la paciente tuvo su origen en la opera-

ción guirrlrgica a que fue somet,ida por el acusado, no resulta

de 1a prueba 1a certeza de que la conducta del mismo haya sido

Ia causante de dichas consecuencia y,  por consiguiente,  r lo

deviene de tal prueba Ia existencia de culpabil idad.

Sol ic i ta  la  suspensión de Ia  e jecución de la  sentencia re-

curr ida.

Cuar to. -  Por  prov idencia de t7  de ju l io  de L989,  Ia  Sección

acordó poner de manif iesto al Ministerio Fiscal y al recurrente

Ia poslble concurrencia de Ia causa de inadmisión previst,a en

e l  a r t .  50 .1 .c )  de  Ia  Ley  Orgán ica  de  es te  T r ibuna l ,  FOr  ca re -

cer la demanda de amparo manif iestamente de contenido constitu-

c ional .  A ta1 efecto,  se 1es concedió un p lazo común de d lez

dfas a f in de que formularen, con las aportaciones documentaLes

procedentes, las alegaciones que tuvieran por convenientes.

Ouinto.-  Por escr i to presentado e} dfa 28 de ju l io,  €I  Fls-

caL ante el Tribunal Constitucional solicitó de éste d.ictara

auto por eL que se inadmitiera el recurso en atenclón a la con-

currencia de la causa de inadmisión prevista en el artfculo

50.1.c)  de Ia Ley Orgánica del  Tr ibunal  Const i tucional .

3
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En igual fecha, €1 demandante de

eI eu€, tras reit,erar lo expuesto en

licitó de este Tribunal 1a admisión

é1 int,erpuest,o.

anparo present,ó escrito

Ia demanda de amparo,

a trámite del recurso

en

so-

por

IT . -  FUNDAMENTOS JURIDTCOS

Unico.- Una vez examinadas las alegaciones expuest,as por el

demandante de amparo y el Ministerio Fiscal en este trámite,

hemos de rati f icarnos en nuestra inicial apreclación, puesta de

manif iesto a fas partes por medio de la provldencia de L7 de

ju l io  pasado,  esto €s,  en Ia  mani f iesta fa l ta  de contenido

constj-tucional de 1a pretensión art iculada en la demanda de aln-

pa ro .

EI demandante de amparo no deja de reconocer que ha existi-

do act lv idad probator ia ,  s iendo la  cuest ión,  a  su ju ic io ,  dec i -

dir "sj- ha habido pruebas de las que se pueda razonablemente

deduclr la cuLpabil idad" declarada en la senLencia impugnada.

Tal  p lanteamiento,  como razona e1 Min is ter io  F isca1 en su es-

crj-to de alegaciones, acerca inevitablemente a1 campo de la va-

lorac ión de la  prueba,  esLo €s,  s i  de las pruebas de cargo

existentes cabe racionalmenüe deducir o justÍf icar una senten-

ci-a condenatoria.

Pues bien, este Tribunal ha afirmado con reiteración que el

principlo de presunción de inocencia se circunscribe a Ia exis
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tencia de pruebas, no a l-a apreciación de 1as mismas, QU€ es

función exclusiva deI juzgador (art .  '741 
de 1a Ley de

Enjuciamiento Crininal-). Si a 1o anterior se añade que en el-

presente caso Io que se enjuiciaba era si eI demandante de am-

paro incurrió o no en una conducta negligente, se pone de ma-

ni f iesto l -a inconsistencia argumental  del  recurso, pues, como

se ha af i rmado en la STc L4L/1-986, " fa inocencia de que habla

el  ar t fculo 24 de la Const i tución, debe entenderse en e1 sent, i -

do de no autorfa, oo producción de daño o no participaciÓn en

éf, pero no de obligar a una consideración de carácter fortuit,o

de los hechos, una vez probados, f rente a su posible considera-

ción como derivados de negligencia o improcedencia"

Por 1o anterior, fa Sección acuerda la no admisión a trá-

mite de1 recurso, FoL 1o que no resul ta necesar io hacer pro-

nunciamiento alguno sobre la suspensión de Ia ejecución de la

sentencia recurrj-da, solicitada por el demandante de amparo,

procediéndose al archlvo de las actuaciones.

Madrld, dos de oct,ubre de mi1 novecientos ochenta y nueve.
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